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Disputa de CLC con el Fisco 
por cobros en pandemia 
escala a la Corte Suprema 
Tras perder en primera instancia, la empresa presentó su 
apelación el 15 de enero. Según el escrito de la CLC, “si 
hubiese analizado y aplicado el estatuto jurídico 
invocado por CLC en la demanda, la conclusión de la 
sentencia debió necesariamente ser que la demanda 
indemnizatoria debió ser acogida”. 

LEONARDO CÁRDENAS 
—El 10 de enero de 2025, pasadas las 7 de la 

tarde, Clínica Las Condes (CLC) comunicó a 

la Comisión para el Mercado Financiero 

(CMF) que la empresaria Cecilia Karlezi de- 

jaba de tener el control de la compañía a tra- 

vés de las sociedades Luces Tres y Santa Fi- 

lomena. Su salida marcó el fin de una era po- 

lémica, marcada por las controversias de su 

pareja, Alejandro Gil, quien asumió la pre- 

sidencia del directorio el 10 de diciembre de 

2019. Gil, quien dirigió CLC por cinco años, 

terminó siendo imputado en dos causasque, 

ala fecha, aún no concluyen: el conflicto con 

un grupo de médicos que lo acusan de apro- 

piación indebida desus honorarios y la que- 

rella calumniosa presentada por el exgeren- 

te general Fredy Jacial. Otro de los conflictos 

que encabezó Gil fue la disputa con el Esta- 

do, por la pandemia de Covid. 

El 29 dejulio de 2021, CLC pre- 

sentó una demanda de indem- 

nización de perjuicios en 

contra del Estado, exigien- 

do el pago de $37 mil millo- 

nes por perjuicios asociados 

a prestaciones que la clínica 

proveyó “con ocasión del Estado 

deExcepción Constitucional de Catás- 

trofe por Calamidad Pública decretado en 

marzo del 2020 porel Covid-19, acusó. 

El fallo de primera instancia rechazó la de- 

manda argumentando que “el régimen bajo 

el cual esta parte había demandado no era 

aplicable”, decisión que fue ratificada el 30 

de diciembre por la Corte de Apelaciones de 

Santiago. En este contexto, CLC recurrió 

nuevamente, interponiendo el 17 de enero de 

2025 un recurso de casación en la forma 

ante la Corte Suprema. 

Según el recurso presentado por la compa- 

ñía, tanto el tribunal de primera instancia 

como el de alzada determinaron que CLC 

“había equivocado el régimen jurídico bajo 

el cual se demandó, pues debió recurrir al es- 

tatuto general de la falta de servicios de la Ley 

N'18.575, y no a la Ley N'18.415. 

CLC acusa que los fallos anteriores incurrie- 

ron en el “vicio de ultra petita, en su vertien- 

te de extra petita, por haberse extendido el 

fallo a puntos que no fueron sometidos al co- 

nocimiento ni resolución del Tribunal”. Se- 

    
    

    

gún el escrito, los tribunales anteriores “cam- 

biaron la que debía ser la fuente de la obli- 

gación reclamada por esta parte”, lo que *es 

cambiar la causa de pedir de la demanda”. 

El recurso sostiene que la decisión judicial 

“extiende el pronunciamiento a cuestiones 

nosometidas ala decisión del Tribunal”, in- 

fringiendo el “principio de congruencia pro- 

cesal” establecido en el artículo 160 del Có- 

digo de Procedimiento Civil. 

En este proceso judicial, CLC cuenta con la 

asesoría del abogado Álvaro Jofré. 

LEY APLICABLE 

El reclamo de CLC se basa en el artículo17 de 

la Ley N'18.415, que establece que “en los ca- 

sos en que se dispusieren requisiciones de 

bienes o establecieren limitaciones al ejerci- 

cio del derecho de propiedad, habrá lugar a 

la indemnización de perjuicios en 

contra del Fisco, siempre que los 

mismos sean directos”. Según 

el recurso, “la sentencia re- 

currida dejó de aplicar por 

completo el que era el funda- 

mentojurídico principal y ba- 

sal de toda la demanda”, igno- 

rando las disposiciones legales y 

constitucionales invocadas. 

Y enfatiza que el Fisco “nunca controvirtió 

quela motivación delos actos administrati- 

vos fundamentos del hecho dañoso fuese una 

diversa a la LOC N'18.415 . Además, señala 

que “las excepciones opuestas por el Fisco de 

Chile dijeron relación a una supuesta inexis- 

tencia de procesabilidad formal conforme a 

los artículos 18 y 19 de la LOC N'18.415, por 

lo que el fallo de los tribunales “desnatura- 

liza la causa de pedir” y deja ala parte deman- 

dante en “estado de indefensión”. 

CLC pide a la Suprema anular “la senten- 

ciarecurrida y dicte acto continuo y sin nue- 

va vista, pero separadamente, sentencia de 

reemplazo, declarando que se acoge la de- 

manda de indemnización de perjuicios de 

Clínica Las Condes S.A. en contra del Fisco 

de Chile, con expresa condena en costas”. 

Según el escrito, “si hubiese analizado y 

aplicado el estatuto jurídico invocado por CLC 

en la demanda, la conclusión de la senten- 

cia debió necesariamente ser que la deman- 

da indemnizatoria debió ser acogida”.Q   

PUNTO DE VISTA 

El acuerdo de pensiones 
y la sostenibilidad fiscal 

  

—por SOLEDAD HORMAZÁBAL— 

abemos hace años que ahorrar 

10% de los ingresos imponibles 

es absolutamente insuficiente 

para financiar pensiones. Esta es 

una de las razones que explican 

por qué las pensiones autofinanciadas — 

aquellas que construyen los afiliados con sus 

ahorros— son bajas y, en promedio, solo re- 

presentan cerca del 40% de las pensiones pa- 

gadas, mientras queel restante 60% lo finan- 

cia el Estado (PGU). Se estima que las expec- 

tativas de vida seguirán aumentando, porlo 

que las pensiones autofinanciadas serían 

aún más bajas a futuro. 

Por lo tanto, si no se incrementa el ahorro 

destinado a pensiones, la presión por au- 

mentar la PGU a futuro será insostenible. 

Como advirtió el Consejo Fiscal Autónomo 

(CFA), si la PGU (Pensión Garantizada Uni- 

versal) se reajusta por el crecimiento de los 

salarios reales, la deuda bruta superaría el 

60% del Producto Interno Bruto (PIB) en 

2060, 15 puntos por sobre el nivel que se ha 

establecido como prudente, agregando al 

menos 20 puntos al nivel actual de deuda. 

Este es el contrafactual del acuerdo. 

Debemos tomar en cuenta que subir las 

pensiones de los actuales jubilados era par- 

te de las condiciones para alcanzar el acuer- 

do. Para ello, se creó la garantía transitoria 

de 0,1 Unidad de Fomento (UF) por año co- 

tizado, y para financiarla se diseñó lo que 

se ha conocido como préstamo. Este meca- 

nismo consiste en que 1,5% de la mayor co- 

tización previsional se destinará transitoria- 

mente al nuevo Fondo Autónomo de Protec- 

ción Previsional (FAPP). Para pagar la 

garantía, los afiliados recibirán, como con- 

trapartida por este aporte, títulos de deuda 

en UF emitidos por el fondo; que tendrán 

plena garantía estatal, tasa de interés de 

mercado, se depositarán en el DCV, serán 

inembargables y heredables. Esto es muy 

distinto de un “vale por”, no estamos ha- 

blando de cuentas nocionales. 

El FAPP tendrá ingresos (cotizaciones y 

aportes anuales del Estado) y egresos (pago 

de beneficios) y si el fondo no paga la tota- 

lidad de sus compromisos, el Estado debe- 

rá responder. Esto es lo que se conoce como 

deuda contingente y se registra como deu- 

da del gobierno general, la que es monito- 

reada no solo por el Estado, sino que tam- 

bién por las calificadoras de riesgo. En otras 

palabras, este mecanismo no esconde deu- 

da pública, sino que se registrará en confor- 

midad con los manuales de mejores prác- 

ticas del Fondo Monetario Internacional 

(FMD).. Debiera, eso sí, modificarse la regla 

dual fiscal vigente y el ámbito de análisis del 

CFA desdeel gobierno central al general. Esto 

no solo por la reforma de pensiones, sino por 

la necesidad de mejorar el monitoreo de la 

situación fiscal del país. 

Adicionalmente, se debe considerar que el 

costo fiscal de la reforma alcanzaría cerca de 

1% del PIB en 2050, debido al mayor costo 

de la PGU, que subirá a $250 mil (28%); el 
mayor gasto en cotizaciones que tendrá que 

pagar el Estado por los empleados públicos 

(16%); a la menor recaudación fiscal por au- 

mento de la cotización (35%); y el aporte que 

el Estado haría al FAPP (20%). La ley de 

cumplimiento tributario permitiría finan- 

ciar este mayor costo para el Estado. Para po- 

neren perspectiva, si la PGU se reajusta con 

los salarios reales, el costo fiscal a 2050 se 

incrementaría en más de 3% del PIB. Con 

todo, será muy importante el pronuncia- 

miento del CFA en relación con dichos pun- 

tos. 

Evidentemente, esta no es la única solu- 

ción factible para financiar los beneficios de 

la reforma de pensiones, sin embargo, es el 

mecanismo que permitió llegara un acuer- 

do. En este sentido, la propuesta debe ser 

evaluada en su conjunto y respecto del con- 

trafactual realista: seguir postergando el 

necesario aumento del ahorro para las pen- 

siones. Es un acuerdo delicado y desechar 

partes de éste arriesga que se caiga el con- 

junto. Los acuerdos no son políticas públi- 

cas óptimas, implican ceder y buscar pun- 

tos de encuentro que habiliten avanzar. 

Considero que el acuerdo para la reforma 

de pensiones alcanzado es una buena noti- 

cia que debiera permitir mejorar la posición 

fiscal del país a largo plazo. 
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